
Con un grupo reducido de
amigos estuvo almorzando la
semana pasada el exalcalde de
Vitacura Raúl Torrealba, for-
malizado por fraude al fisco,
lavado de dinero, asociación
ilícita y delitos tributarios,
mientras la investigación en su
contra sigue en curso. La Fisca-
lía Metropolitana Centro Nor-
te realiza las últimas diligen-
cias —algunos peritajes pen-
dientes para precisar mon-
tos— de cara al cierre de la
causa, cuyo plazo vencería en
junio del próximo año.

Antes de esa fecha límite, se
presentaría acusación, comen-
zando ya la fase final del caso. 

Ese almuerzo repuso en el de-
bate público el caso que involu-
cra al exjefe comunal, dado que
su sucesora, Camila Merino,
cuestionó el fin de semana, en
una carta al director de “El Mer-
curio”, el tiempo transcurrido
desde las primeras denuncias.
Prácticamente, aseguraba, tres
años, sin que se haya impuesto
alguna sanción, lo que, dice, pro-
duce “frustración” a los vecinos,
quienes se la transmiten. 

“Pasa el tiempo y esa tardanza
en la justicia empieza a generar
sensación de impunidad. Al mu-
nicipio se lo excluyó de entre los
querellantes (solo está represen-
tado como víctima), pues ese rol
lo tomó el Consejo de Defensa
del Estado. Pregunto, a nombre
de los vecinos, ¿qué ha hecho el
CDE para avanzar en el juicio?”,
expresó en su misiva. 

Este medio intentó contactar al
Consejo de Defensa del Estado
(CDE) para obtener una reacción,
pero no se obtuvo respuesta.

n Declaración clave 
y cambio de cautelares

Torrealba fue imputado a me-
diados de 2023. Permaneció al-
gunos meses en prisión preven-
tiva, pero finalmente consiguió
que esta cautelar se le sustituye-
ra, tras varias revisiones en el
juzgado de garantía y la Corte
de Apelaciones
de Santiago.

Si bien estuvo
con arresto do-
miciliario total
—hasta febrero
de es te año—,
hoy el exalcalde
está con arresto
d o m i c i l i a r i o
nocturno. Su sa-
lida del Anexo Capitán Yáber se
debió a una decisión clave de su
defensa.

El exjefe comunal admitiría
que usó dineros de los Vita para
“fines personales” y que se pa-
garon “sondeos” para campa-

ñas políticas, de su sector y de
otros. Esa declaración ante la
fiscalía fue reconocida como
“colaboración sustancial” y,
además, pagó $200 millones,
incluidos impuestos, para con-
figurar “reparación con celo del
mal causado”. Poco después, al
momento de debatirse su caute-

l a r , n o h u b o
oposición de los
investigadores y
tampoco de los
q u e r e l l a n t e s ,
CDE y Servicio
d e I m p u e s t o s
Internos (SII).

En reiteradas
ocasiones, la de-
fensa del exal-

calde ha negado que su repre-
sentado hubiese participado en
algún tipo de organización de-
lictiva, como se le imputa, y lo
mismo ha dicho el propio To-
rrealba en declaraciones ante la
fiscalía.

Plazo de investigación vence en seis meses:

Torrealba sigue con arresto nocturno
en su casa y se afinan últimas
diligencias previas a la acusación 

Su caso volvió al debate público luego que la semana pasada se
lo viera almorzando en el Club de Polo de Vitacura. La
alcaldesa de esa comuna cuestionó el tiempo transcurrido desde
las primeras denuncias. Casi tres años, afirmó.

E. C. Y A. CH.

Al centro, Raúl Torrealba cuando, a mediados del año pasado, fue
formalizado por fraude al fisco, entre otros delitos. Lo acompañan sus abo-
gados defensores. 
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Hoy solo participa en la

causa como víctima, dado
que fue excluido por el

tribunal, tras considerarse
que el fisco estaba ya

representado por el CDE. 

Un recurso de amparo presentó la exalcaldesa de Maipú, Cathy
Barriga, para dejar sin efecto la reformalización en su contra, en
cuya audiencia se decretó su prisión preventiva. 

La exjefa comunal enfrenta cargos por fraude al fisco y falsifi-
cación de instrumento público, los que habría cometido durante
su gestión en el municipio, atribuyéndole la fiscalía un perjuicio de
más de $30 millones. 

Para sus defensores, José Miguel Barahona y Cristóbal Bona-
cic, los hechos que se le imputaron en su reformalización no
constituyen una modificación, complementación o precisión de
aquellos imputados en la formulación de cargos original, del 16 de
enero pasado, alejándose de la naturaleza de estas diligencias
judiciales. Por lo que la actual situación de Barriga constituiría,
en su opinión, una perturbación, amenaza a la libertad personal y
seguridad personal establecida en la Constitución.

Barriga se encuentra en la cárcel de San Miguel desde noviem-
bre cumpliendo la cautelar, por considerar el tribunal de garantía,
y confirmarlo la Corte de Santiago, que su libertad constituye un
“peligro para la seguridad de la sociedad”.

TRAS ESA AUDIENCIA QUEDÓ EN PRISIÓN PREVENTIVA:

Exalcaldesa Barriga
recurre de amparo para
anular reformalización

Cathy Barriga se encuentra en prisión preventiva desde noviem-
bre pasado.
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Por cerca de 40 minutos estuvo
el director general de la PDI,
Eduardo Cerna, sentado en silen-
cio en la Sala de Lecturas de la sede
del Congreso en Santiago. Había
sido citado a la Comisión Investi-
gadora por el caso Monsalve, pero
antes de que pudiera explicar las
acciones que tomó tras conocer la
denuncia por violación contra el
exsubsecretario del Interior, tuvo
que escuchar la dis-
cusión de los diputa-
dos por motivos pro-
cedimentales. 

Tras un extenso
debate que fue su-
biendo de tono por si
la instancia debía
avanzar más rápido
—ahora también sesionará los
martes a las 19:30 en Valparaíso—
y críticas oficialistas de la citación a
la vocera Camila Vallejo (PC),
quien se excusó ayer por proble-
mas de agenda, Cerna finalmente
tomó la palabra pasadas las 11:15. 

En su exposición dio una crono-
logía de su actuar el martes 15 de
octubre y argumentó que la rela-
ción de la PDI con Monsalve era
“insostenible” desde el momento
en que supo del caso. También ex-
plicó que llamó a la ministra del
Interior, Carolina Tohá, para que
autorizara a que la entonces jefa de
Inteligencia, Cristina Vilches, pu-
diera declarar. 

La cronología de Cerna

Fue Daniella Cicardini (PS) la
encargada de realizar la primera
pregunta, que trató sobre la “hora
exacta” en la que había hablado
con la secretaria de Estado al ente-
rarse de la investigación en curso y
los motivos por los cuales la llamó.

Aunque en principio tenía dos
minutos para responder, el jefe
policial solicitó extenderse. Se-
gún su versión, la primera infor-
mación de la denuncia la obtuvo
la mañana del 15 de octubre,
cuando fue puesto al tanto que
detectives de Inteligencia habían
concurrido con antelación al Ho-
tel Panamericano, donde se aloja-
ba Manuel Monsalve.

Su primera llamada fue a Vil-
ches, para que fuera a su oficina y

le explicase su actuar.
Antes de recibirla,
habló con el fiscal na-
cional, Ángel Valen-
cia, y abordaron esta
investigación, según
reconoció.

Luego, la jefa de In-
teligencia le comentó

que el exsubsecretario le había in-
formado su preocupación de ha-
ber sido víctima de algún delito en
su contra, motivo por el cual se re-
visaron las cámaras de seguridad
de la zona. 

A las 14:00 volvió a hablar con
el jefe del Ministerio Público para
informarle que Vilches estaba
dispuesta a declarar en sede pe-
nal y que le iba a transmitir eso a
Tohá. “Lo prudente es que supie-

ra y autorizara este pase de infor-
mación”, indicó.

Bajo ese argumento, a las
16:00 horas acudió a La Moneda
para hablar con la ministra,
quien accede al permiso para
que ella testificase. Sobre ese
punto fue reiterativo en señalar
que era necesario que la secreta-
ria de Estado “tomase conoci-
miento” de la declaración.

Cerna además explicó que ya
desde ese martes era “insosteni-

ble seguir vinculándonos con el
subsecretario, que era la persona
imputada por un delito tan gravo-
so como abuso”. Esto además lo
ejemplificó advirtiendo que por
esas horas tenían sesión del Comi-
té Policial, el cual debía presidir
Monsalve en su calidad de subse-
cretario, y que allí “se tratan te-
mas delicados”.

Su cronología la concluyó indi-
cando que a las 21:00 recibió un
llamado de que se iba a realizar un

allanamiento en el Hotel Paname-
ricano y tomó la decisión de avi-
sar a Tohá para informarle, pues
era necesario que Monsalve estu-
viera presente de acuerdo a la ley,
según aseguró.

Otro punto que abordó Cerna
fue el rol de los escoltas del enton-
ces subsecretario al momento del
presunto delito. “Los protegidos
deben estar 24-7, pero ocurre que
muchas veces el protegido, y en-
tienden el sentido de la seriedad de

la determinación, libera a los escol-
tas con el compromiso de que esta-
rá en el inmueble o su casa”, afir-
mó, razón por la cual dijo que no
estaban al tanto de adónde fue la
exautoridad esa noche.

También el jefe policial recono-
ció haber hablado con el Presiden-
te Gabriel Boric brevemente el
viernes 18 de octubre por el caso,
luego de que el mandatario le pre-
guntara si efectivamente la inves-
tigación era por abuso sexual y
violación.

Críticas opositoras

La sesión, a diferencia de las
dos anteriores, se desarrolló de
manera menos tensa al mo-
mento de la exposición del ci-
tado. Los diputados de oposi-
ción señalaron en su mayoría
haber quedado conformes con
lo expuesto.

La excepción fue el presidente
de la comisión, Miguel Mellado
(RN), quien en la instancia indi-
có que “le preocupa mucho có-
mo está siendo manejada la
PDI”. Además, preguntó al di-
rector general si creía que había
sido prudente su actuar, a lo que
Cerna le replicó que sí. 

Aun así, el parlamentario dijo
después que la llamada a Tohá
fue “una decisión inapropiada,
porque ya había un fiscal a cargo
del caso. Pudo haber puesto en
sobreaviso al señor Monsalve,
algo que no debería ocurrir en
un proceso de investigación tan
delicado”.

Por otro lado, los cuestiona-
mientos de su par Carla Morales
(RN) fueron hacia el Gobierno,
dados los dichos del director ge-
neral de que su relación con
Monsalve era “insostenible”
desde el martes. A su juicio, esto
era una muestra de que no se de-
bió haber esperado hasta el jue-
ves para sacarlo del cargo, lo que
calificó como una “irresponsabi-
lidad” del Ejecutivo. 

También ayer se aprobó en-
viar un cuestionario a Monsalve
por el caso y estaban por definir
las preguntas que se incluirían.

Director de la PDI dio cuenta de su accionar tras conocer denuncia contra el exsubsecretario Manuel Monsalve:

Cerna explica que solicitó autorización a Tohá
para que jefa de Inteligencia declarase por el caso

JUAN PABLO GUZMÁN 

Ante la Comisión Investigadora aclaró
que ese fue el motivo por el que informó a
la ministra del Interior el 15 de octubre a
las 16:00. Dijo también que la relación con
Monsalve era “insostenible” desde ese día.

CUESTIONARIO
La Comisión aprobó
enviar un listado de

preguntas a Monsalve
por el caso.

Presentación A las 11:15 empezó el director general de la PDI, Eduardo Cerna, a exponer su cronología, tras esperar
40 minutos que los diputados debatieran los procedimientos de la comisión. 
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De manera unánime, el Pleno
de la Corte Suprema confirmó el
desafuero del diputado Francisco
Pulgar (Indep.), imputado como
autor del delito consumado y rei-
terado de violación de una menor
de edad, mayor de 14 años, a la
época de los hechos, ilícito come-
tido durante 2014, en la Región
del Maule.

Ayer el máximo tribunal escu-
chó los alegatos de la apelación
presentada por la defensa del con-
gresista y luego de esa audiencia
la vocera de la Corte Suprema, la
ministra María Soledad Melo, co-
municó el veredicto. La decisión
íntegra con sus fundamentos será
comunicada en los próximos días.

El legislador ya había sido desa-
forado por la Corte de Apelacio-
nes de Talca, en octubre pasado,
por considerar, entre otras cosas,
que existían antecedentes sufi-
cientes para “formar causa” con-
tra Pulgar, dado que “concurren
los elementos que justifican la
existencia de un hecho ilícito pe-
nal y, además, los antecedentes
permiten presumir que el diputa-
do habría tenido participación en
los hechos que se le imputan”. 

Fallo unánime: 

Corte Suprema
confirma
desafuero de
diputado Pulgar 

El congresista está
imputado por la
violación de una
menor de edad a la
época de los hechos.

E. CANDIA 

La defensa del diputado Francis-
co Pulgar había apelado al máximo
tribunal. 
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Por diversos delitos de corrupción, entre ellos los de cohecho,
soborno y administración desleal y también por ilícitos tributarios,
la Fiscalía de Biobío formalizó ayer una investigación en contra del
alcalde reelecto de Coronel, Boris Chamorro (Ind. ex PS), y otros
nueve imputados. La audiencia de presentación de cargos, que se
realiza en el Juzgado de Garantía de Coronel, continuará hoy.

La fiscal anticorrupción del Biobío, María José Aguayo, indaga
tres aristas: supuestos sobornos que la empresa portuaria habría
pagado al alcalde Chamorro, a un exconcejal y a dirigentes sindica-
les; la intervención de pequeñas empresas proveedoras del puerto
como facilitadoras de facturas falsas; y el rol de exdirectivos del
terminal marítimo que conocían los pagos irregulares.

A su llegada al tribunal, la autoridad comunal expresó que se
sentía “muy tranquilo (...), esperando que todo salga bien”.

AUDIENCIA SE REANUDA HOY:

Fiscalía formaliza a alcalde
de Coronel y a 9 personas
por delitos de corrupción

n Subsecretaría del Interior ha recibido un total de $845 millones 
en gastos reservados desde el inicio del Gobierno
A través de un oficio, la Subsecretaría del

Interior informó ayer a la comisión investi-
gadora que desde 2022 ha recibido casi
$850 millones en gastos reservados, luego
de que se les solicitaran dichos datos. 

Esto a raíz de los cuestionamientos susci-
tados luego de que el actual subsecretario,
Luis Cordero, explicase que solo se encontró
con poco más de $1 millón en la caja fuerte

de la institución una vez que asumió. 
Ante ello, la oposición cuestionó un posible

uso indebido de ellos por parte de Manuel
Monsalve e incluso que parte de ellos podría
haber sido usada el día del eventual delito,
dado que la exautoridad habría pagado en
efectivo en el restaurante peruano donde se
encontró con su denunciante. 

Los meses que más dinero se pidió para

este uso fueron junio y diciembre de 2023,
con $150 millones. En septiembre de este
año, mes de la presunta violación, se solici-
taron $50 millones. 

“Lo más importante es poder clarificar por
qué estos gastos tienen diferencias en los
meses”, dijo la diputada Carla Morales (RN)
quien indicó que se pidió un segundo informe
a la subsecretaría.
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